La conflictividad local campesina en la Galicia del siglo XVIII by González Fernández, Juan Miguel
CAMPO Y CAMPESINOS 
EN LA ESPAÑA MODERNA
CULTURAS POLÍTICAS 
EN EL MUNDO HISPANO
maría josé pérez álvarez
alfredo martín garcía
(Eds.)
[ENTRAR]
Créditos 
Edición:
Fundación Española de Historia Moderna
C/Albasanz, 26-28 Desp. 2E 26, 28037 Madrid (España)
© Cada autor de la suya
© Fundación Española de Historia Moderna
© Foto portada: Mataotero del Sil
Editores de este volumen:
María José Pérez Álvarez 
Alfredo Martín García
Coordinación de la obra:
María José Pérez Álvarez 
Laureano M. Rubio Pérez
Alfredo Martín García
Colaborador:
Francisco Fernández Izquierdo
Imprime:
Imprenta kADMoS
Compañía, 5
37002 Salamanca
CAMPo y campesinos en la España Moderna. Culturas políticas en el mundo hispáno (Multimedia)/María José Pérez 
Álvarez, Laureano M. Rubio Pérez (eds.); Francisco Fernández Izquierdo (col.). – León: Fundación Española de Historia 
Moderna, 2012
1 volumen (438 págs.), 1 disco (CD-Rom): il.; 24 x17 cm.
Editores lit. del T. II: María José Pérez Álvarez, Alfredo Martín García
índice
Contiene: T. I: Libro – T. II: CD-Rom
ISBN 978-84-938044-1-1 (obra completa)
ISBN T. I: 978-84-938044-2-8 (del libro)
ISBN: 978-84-938044-3-5 (CD-Rom)
DEP. LEG.: LE-725-2012
1. Campesinado-España-Historia-Edad Moderna 2. Culturas políticas-España-Historia I. Pérez Álvarez, María José, ed. 
lit. II. Rubio Pérez, Laureano M., ed. lit. III. Martín García, Alfredo, ed. lit. IV. Fernández Izquierdo, Francisco, col. V. 
Fundación Española de Historia Moderna. VI. 
323.325(460)”04/17”
316.74:32(460) 
[volver]
559Juan Miguel González Fernández
La conflictividad local campesina en la Galicia del siglo XVIII
Juan Miguel González Fernández
Doctor en Historia por la USC
alemparte@ono.com
Resumen
El campesino gallego del XVIII en su conjunto carece de privilegios jurídicos pero está social y 
económicamente muy jerarquizado. Recurre con asiduidad al juzgado local (ajeno a su cultura) para 
solventar sus disputas internas, pero prefiere un buen “ajuste y convenio” entre partes. La tierra y sus 
rentas, con sus derivaciones, son la mayor causa de conflictividad en el rural galaico, seguida de los 
diversos tipos de impagos. La violencia verbal o física espontánea es un modo primigenio para defender 
derechos e intereses, pero punible.
Palabras clave
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The local rural conflicts in Galicia in the XVIII century
Abstract
The galician peasantry of the XVIII century is in the basis of the legal system and it is socially hierarchical.
They go to the local court (beyond their culture), but they try to solve the conflicts by means of internal 
adjustments and agreements. The land and its taxes are the main cause of disputes between peasants and 
the priviledged; it is followed by the non-payments. The option for the spontaneous verbal and physical 
violence is a primitive answer which they appeal to protect their interests and rights. 
Keywords
Peasant; conlicts; Galicia; cout; earth; violence.
Introducción heurística y metodológica
Según el Censo de Floridablanca (1787) tan sólo el 7,9 % de la población gallega vivía 
en ciudades o villas de tamaño bastante reducido1, haciéndolo el resto en el rural, donde el 
campesinado era el grupo absolutamente mayoritario. Sin embargo no es fácil determinar 
si estamos ante un labrador o un jornalero porque casi nunca lo indica la documentación, 
debiendo recurrir a cuando se les ve ejerciendo una actividad propia. No se debe perder de vista 
al campesino simbiótico.
Para conocer la conflictividad campesina hemos echado mano de los pleitos (litigios 
judiciales) civiles y criminales, cerca de 2.000, que aunque llevan el sello de la cultura oficial/
letrada aportan una buena y variada cantidad de datos, abarcando diversos aspectos. En concreto, 
nos hemos centrado en la jurisdicción rural de Bouzas (sudoccidente de Galicia) y el extrarradio 
de Santiago de Compostela2, debido a la escasez de material disponible. Una cata realizada en 
los protocolos notariales del corregimiento de Baiona han dado pobres resultados.
1 Así como se ha estudiado a fondo la demografía urbana con esta fuente (EIRAS RoEL, A. (1988). “Una primera 
aproximación a la estructura demográfica urbana de Galicia en el censo de 1787”. En Villares, R. (ed.). La ciudad 
y el mundo urbano en la historia de Galicia, Semata, 1. Santiago de Compostela: Universidad de Santiago, pp. 
155-177) el rural no ha tenido la misma fortuna.
2 Las referencias estructurales en: GoNZÁLEZ FERNÁNDEZ, J. M. (1997). La conflictividad judicial ordinaria 
en la Galicia atlántica. Bouzas y otros juzgados gallegos del siglo XVIII. Vigo: Instituto de Estudios Vigueses.
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El objetivo nodal es estudiar a través de la justicia local un modelo socioeconómico en 
la que se encuentra inserta, particularmente los conflictos que genera entre el campesinado, y no 
tanto un simple funcionamiento judicial de base. La materia se divide entre los agentes activos, 
el terrazgo y sus implicaciones, y la violencia de “baja intensidad”.
Metodológicamente nos hemos preocupado por hacer una historia de masas o social. 
Partimos de una base cuantitativa3 –el número es lo más objetivo–, para seguidamente analizar 
en detalle las cifras, y por último extraer conclusiones generales válidas para el común. Éstas 
son las que de forma sintética expondremos en la presente comunicación.
 
Los protagonistas: caracterización jurídica y socioeconómica
El campesino se define en su forma más elemental por la oposición a los sectores sociales 
privilegiados: nobleza y clero (como el artesanado y las clases medias en el mundo urbano). 
quiere decir esto que la hidalguía y los eclesiásticos disfrutan de un estatuto jurídico que, 
entre otras particularidades, les permite dirimir sus disputas ante instancias propias y exclusivas 
(los provisoratos4, etc.); ahora bien, como parte de un conflicto pueden arrastrar a ellos al 
campesinado, de manera que no cabe hablar de instancias cerradas. Todo grupo socioestamental 
que coexiste con los otros en el espacio-tiempo estará vinculado de una manera u otra a los 
restantes. Esta reflexión nos lleva a que la justicia local no es el único de los marcos de acción 
judicial que corresponde al campesinado, pero sí el principal, y con señalada diferencia.
Hay que distinguir con claridad la capacitación para emprender una acción ante un 
juzgado local y los protagonistas de la conflictividad. Empecemos por los primeros. Las 
demandas o la defensa son potestad exclusiva de los varones mayores de edad, por lo general 
cabezas de familia. Así, es muy común que sean los esposos y/o padres quienes lleven el peso 
de la acción judicial cuando los verdaderos implicados en el conflicto son las mujeres y los hijos 
(dotes, herencias, etc)5. 
Ahora bien, la mujer adquiriere entidad jurídica propia bajo determinadas circunstancias6, 
la primera es la de estar el marido ausente (en la emigración, en la milicia, etc); aún así pueden 
quedar legalmente tuteladas por un hombre de confianza del esposo (pariente, vecino...)7. 
3 Uno de los pioneros en este campo ha sido: PETRoVICH, P. (1971). “Recherches sur la criminalité à Paris dans 
la seconde moitié du XVIIIº siècle”. Cahier des Annales, 33, pp. 187-261; más reciente y para Galicia: IGLESIAS 
ESTEPA, R. (2007). Crimen, criminales y reos, Vigo: Nigra Trea, sobre todo pp. 206-312.
4 El de Santiago (“Gobernador y Vicario General Apostólico”) se encargaba de los litigios en que al menos una 
de las partes tenía el fuero eclesiástico y además en exclusiva de las causas matrimoniales, beneficiales y diezmos 
(ARCHIVo HISTóRICo DIoCESANo DE SANTIAGo, Serie Jurisdiccional, Provisorato, legs. varios). Sobre 
los privilegios de la nobleza en el ámbito criminal véase: ToMÁS Y VALIENTE, F. (1969). El derecho penal en 
la monarquía absoluta (siglos XVI-XVII-XVIII). Madrid: Tecnos, pp. 318-326.
5 En 1794 Andrés Pérez y Pedro Alonso, vecs. De Beade, en nombre de sus respectivas esposas, reclamaban la 
partición de la herencia de su padre y suegro Bernabé Figueroa, a lo que se oponían Rafael Figueroa y Felipe 
Correa, éste de parte de su consorte (ARCHIVo MUNICIPAL DE VIGo, Ayuntamiento de Bouzas, Justicia, Caja 
32, s.c.). 
6 Sobre este aspecto además de HERBELLA DE PUGA (1768) para la Real Audiencia, también lo corrobora: 
RIAL GARCíA, S. (2003). “Las mujeres, el trabajo y la familia en la Galicia Moderna”. Obradoiro de Historia 
Moderna, 12, pp. 195-206; la misma autora además de insistir, estima que en 1762 un quinto de los varones esta-
ban ausentes (IBIDEM (2009) “Trabajo femenino y economía de subsistencia: el ejemplo de la Galicia Moderna”. 
Manuscrits, 2009, pp. 81-82). 
7Por el contrario se dan casos de suma confianza en la conyugue; así Manuel Valverde, vec. de Parada (1784) como 
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En su misma situación se encuentran las solteras “con casa abierta”, una variedad familiar 
bastante común en Galicia donde la población se desequilibra en perjuicio de los varones; sus 
circunstancias son variadas: desde las que carecen de familia –cercana acaso– hasta las que 
tienen prole a su cargo. Éstas engloban a un subgrupo: las que viven al límite de la respetabilidad 
social y de la pauperización económica: las taberneras –su mala fama les precede– o las llamadas 
caseteiras en la Galicia Oriental. Por último están las viudas, un colectivo de mujeres tampoco 
desdeñable, por lo general bastante mayores –para los parámetros de la época–, con vástagos o 
no a su cargo, que por ausencia de varón están capacitadas para representarse en las acciones 
judiciales; éstas suelen tener trato de favor en los tribunales por ley o consideración8.
Cuando se trata de menores de edad es imprescindible la concurrencia de un tutor-
curador (o por separado) que defienda sus intereses, por lo común un pariente próximo9, caso 
de la propia madre; es habitual la declaración testamentaria del progenitor en este sentido. No es 
del todo infrecuente que nadie quiera hacerse cargo de la tutela y tenga que ser la justicia quien 
le designe uno de oficio, habitualmente un procurador de causas.
Si del ámbito puramente jurídico nos trasladamos al socio-económico, el término 
campesino, al menos en Galicia, no representa a un sector homogéneo, ni mucho menos. Esa 
identificación se aplica de modo genérico a los que labran la tierra y, si es el caso, apacientan 
el ganado; pero en realidad se asiste a una fuerte jerarquización interna: desde el labrador 
acomodado –a veces con uno o más criados– hasta el jornalero que debe vender su fuerza 
de trabajo para poder completar su precario nivel de subsistencia, pasando por el campesino 
“mediano” que se defiende en años de buena cosecha10. Esta disimetría va a tener su plasmación 
en la conflictividad, ya que los primeros se encuentran en mucha mejor posición para sostener 
un pleito, de modo que se repiten entre los demandantes.
Pero ¿son ellos los propietarios? La abrumadora extensión en el noroeste del contrato 
foral (enfiteusis) y aún el subforo cuando intermedie un tercero, son otorgados por lo general por 
hidalgos, clérigos –rurales y también urbanos– o por esa minoría de campesinos acomodados11. 
Entramos aquí en otro posible ámbito de conflictividad: las disputas por la renta (su adscripción 
o impago p. e.). Otro tanto sucede con la aparcería del ganado mayor –contratos verbales– por lo 
común en la modalidad de “a pérdida y ganancia”, sobre todo cunado se dispone irregularmente 
tiene pensado marchar a Portugal da poder notarial a su esposa para seguir un pleito sobre la herencia de su suegro 
(ARCHIVo HISTóRICo DE PoNTEVEDRA. Protocolos Notariales: José A. Barcia, leg. 2085 (9), f.4).
8 La Real Audiencia de Galicia en la “ordinaria X” amparaba en los pleitos a viudas, menores, pobres,... (SAAVE-
DRA, P. Economía, Política y Sociedad en Galicia: La provincia de Mondoñedo, 1480-1830. Santiago: Xunta de 
Galicia, 1985, p. 606.
9 En 1799 José Gallego denunciaba a Benito de Campos como curador de sus sobrinos, todos vecs. de Coia, por la 
propiedad de un cuarto de viña y el impago de sus frutos los últimos 5 años (A.M.V., AB, Juz, C. 37, s.c.)
10 Un comparto vecinal realizado en la parroquia de Coia en 1817 por frutos que correspondían al cabildo de Tui, 
lo encabezaba Domingo Pedreira con 405 rs. y lo cerraba Mª Figuroa con once cuartos y medio (A.M.V, AB, Juz, 
C. 49, s.c). En la repartición de alcabalas de la feligresía de Bangueses (1712-14): SAAVEDRA, P (1993). A Fa-
cenda real na Galicia do antiguo réxime. Santiago: Escola Galega de Administración Pública, p. 75. En función 
del volumen de tierra en posesión: BARREIRo MALLóN, B. (1977). La jurisdicción de Xallas en el siglo XVIII. 
Población, sociedad y economía. Santiago de Compostela: Universidad, p. 251; REY CASTELAo, o. (1981). 
Aproximación a la Historia Rural de la comarca de La Ulla (siglos XVII y XIII). Santiago de Compostela: Uni-
versidad, p. 113. 
11 VILLARES, R. La propiedad de la tierra en Galicia, Madrid: Siglo XXI, 1982.
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de los beneficios adquiridos. Las desigualdades sociales –y con ello no me refiero sólo a los 
privilegiados– son campo abonado para la conflictividad.
El juzgado: un elemento ajeno a la cultura campesina pero necesario
El campesino se lo debe pensar muy bien antes de llegar al extremo de tener que 
recurrir al juzgado local. Cuando da ese paso se ve inmerso en un mundo ajeno a su ancestral 
cultura. Una estructura de poder impuesta por el rey o por el señorío –el predominante en 
Galicia12– que no entra dentro de sus parámetros culturales. Supone adentrarse en un ámbito 
que pertenece a la cultura letrada en un mundo abrumadoramente ágrafo, con reglas en muchos 
casos consuetudinarias y valores ajenos a los oficiales con sus normas legisladas13.
El campesino gallego tiene fama de litigante14, y es bien merecida pues se ha calculado 
estadísticamente groso modo que alguno de los miembros de la unidad familiar –cuando 
no en bloque– ha recurrido a la justicia oficial al menos una vez en su vida. Es una verdad 
incuestionable. Pone su fortuna, sus derechos o su dignidad en manos de un aparato de poder 
que tiene la ventaja de asegurar un dictamen de obligatorio cumplimiento, sobre todo cuando 
no hay recursos para elevar una apelación. Pero el problema estriba en que siempre quedará una 
parte “agraviada” y eso produce tensiones internas que no llegan a cerrar la disputa.
Se solía decir en la época que la justicia era cara y los resultados inciertos. Vayamos por 
partes: no es verdad a nivel local que objetivamente la justicia resulte excesivamente onerosa, 
aunque con la relatividad de los ingresos de los pleiteantes, sobre todo teniendo en cuenta que la 
mayoría de los litigios se substancian en un breve plazo de tiempo, de modo que las actuaciones 
procesales son mínimas; no ocurre así cuando se recurre a la apelación al alcalde mayor del 
señorío primero15 y todavía más a la Real Audiencia. La segunda afirmación se acerca más a la 
realidad, ya que al final la resolución depende de un auto de sentencia que emite el juez o en su 
defecto el asesor letrado –abogado– designado por éste al que se remite el expediente y que dicta 
conforme a derecho; no obstante, aunque la legislación y la jurisprudencia son taxonómicos, 
muchas causas se le escapan sobre todo a nivel inferior y el elemento de subjetividad es 
importante.
Así pues, la sabiduría popular aconseja que en algún momento determinado del proceso 
–consejo del abogado, indisponibilidad económica, etc– el campesino abandone su seguimiento 
y recurra a un mecanismo que es propio de su universo cultural: allanarse mediante un llamado 
12 En 1787 la inmensa mayoría de los vecinos (90 %) y del territorio estaban bajo dominio señorial secular y ecle-
siástico (EIRAS RoEL, A. (1989). “El señorío gallego en cifras. Nómina y ranking de los señores jurisdicciona-
les”. Cuadernos de Estudios Gallegos, 103, pp. 113-135). La cartografía de conjunto en: RÍo BARJA, F. (1990). 
Cartografía xurisdiccional de Galicia no século XVIII. Santiago de Compostela: Consello da Cultura Galega.
13 HESPANHA, A M (1983). “Savants et rustiques. La violencia douce de la raison juridique. Ius Commune, X, 
pp. 1-49; IBIDEM (1987). As vésperas do leviathan. Instituçoes e poder político en Portugal -séc. XVII, t. I. Rio 
de Mouro: Ed. Autor.
14 Además del voluminoso número de pleitos, es opinión de González de Ulloa, eclesiástico contemporáneo que 
vivió en la zona orensana y buen conocedor del mundo rural: GoNZÁLEZ DE ULLoA, P. (1950). “Descripción 
de los estados de la Casa de Monterrey en Galicia (1777)”. Anexo IV a los Cuadernos de Estudios Gallegos. Ed. 
de X.R. Fernández Oxea.
15 El Asistente de Santiago puesto por el arzobispo compostelano, el Juez de Apelaciones que designa el prelado 
tudense, los Merinos de los señoríos del conde de Altamira,... todos con potestad para recibir las apelaciones de 
los jueces ordinarios.
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“ajuste y convenio”16, en el que dejan la resolución de la disputa en manos de personas de peso 
y prestigio de la comunidad, “hombres buenos” (el párroco, un vecino poderoso o con fama 
de imparcial) para que dictaminen según su criterio17, de modo y manera que el juez local se 
limita a refrendar lo por ellos dictaminado o simplemente el expediente acaba ahí, con el abono 
de las costas causadas hasta el momento; esto último explica la existencia de tantos pleitos 
incompletos.
La justicia local en casos concretos puede actuar de oficio, previa denuncia p.e. del 
párroco o del mayordomo pedáneo de la feligresía. Este tipo de actuación puede verse coartada 
con la interposición inmediata de una denuncia. Por eso se manifiesta en dos casos muy 
concretos: el de las mujeres “mal divertidas o entretenidas”18 y en el de los inadaptados sociales 
–no se tienen tampoco en cuenta las enfermedades mentales–, que carecen de recursos para 
sufragar una defensa. Los castigos son muy variados y nada originales, y en el primer caso los 
varones, siendo conocidos, suelen huir; incluso hay zonas o juzgados en Galicia en que después 
de “espontanearse” ante la justicia las mujeres recibían una suave amonestación19, siempre que 
no fuesen reincidentes.
La clave de la conflictividad: la tierra (y sus rentas)
La tierra y sus múltiples derivaciones son la piedra de toque de la conflictividad del 
campesinado gallego del siglo XVIII en sus juzgados locales, con amplia diferencia sobre otro 
tipo de riqueza, como el vino, del que se encarga en exclusividad la Subdelegación de Hacienda 
correspondiente.
La tierra es un recurso fundamental para el campesino: él la trabaja y de ella depende la 
subsistencia familiar, así como también el sustento de la cabaña ganadera –en piezas menores 
el recurso de los pobres–, de ahí que no deba extrañar que las desavenencias la tengan como 
motivo principal.
El terrazgo –asociado a veces a otros inmuebles– es el que cuantitativamente motiva 
un mayor número de demandas en el juzgado local. Ahora bien, esto no significa que sean 
los pleitos sobre la posesión o propiedad los más importantes; no es excesivamente habitual 
ponerla en duda, y cuando así sucede el campesinado sabe que se enfrenta a un litigio largo y 
16 Suelen estar en un papel simple o manifestarse de modo oral, pero también aparecen en los protocolos notariales 
en caso de que ya se “allanen” de seguir pleito alguno. Sobre estos documentos vid: EIRAS RoEL, A. (1981). “Ti-
pología documental de los protocolos gallegos”. Historia Social de Galicia en sus fuentes de protocolos. Santiago 
de Compostela: Universidad, p. 46.
17 Los principales tipos de conflictos civiles y criminales con “ajuste y convenio” en la jurisdicción de Bouzas, 
en: GoNZÁLEZ FERNÁNDEZ, J. M. (1997). “La conflictividad judicial ordinaria...” opus cit., pp. 168-176. En 
Cantabria es el juez quien ejerce el arbitraje tendente a facilitar las negociaciones entre partes: MANTECóN Mo-
VELLÁN, T. A.(1995). “Desviación, disciplina social e intervenciones judiciales en el Antiguo Régimen”. Studia 
Historica. Historia Moderna, 14, pp. 223-243.
18 GoNZÁLEZ FERNÁNDEZ, J.M. (1996). “Amancebados y mal divertidos” en la Galicia rural del siglo XVIII. 
La labor de la justicia ordinaria local en la represión de los comportamientos sexuales heterodoxos”. Pontevedra. 
Revista de Estudios Provinciais, 12, pp. 233-264; DUBERT, I. (1991). “Los comportamientos sexuales premarita-
les en la sociedad gallega del Antiguo Régimen”. Studia Histórica. Historia Moderna, 9, pp. 117-142.
19 SAAVEDRA, P. (1994). La vida cotidiana en la Galicia del Antiguo Régimen, Barcelona: Crítica, 1994, p. 
258.
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voluminoso y en última instancia caro, muy caro, que no está al alcance de todos; de lo que 
deviene que sea casi monopolio de los coq de village.
Como ya citamos, la diferencia entre la propiedad (el directo dominio) y la posesión 
(dominio útil) hace que fluya la renta enfitéutica y con ello uno de los mayores motivos de 
conflictividad en el mundo rural: su reconocimiento, revisión de la carga... y, sobre todo, su 
impago están a la orden del día20. Es la eterna pugna entre el poderoso y el débil, aunque el 
primero necesite económicamente del segundo.
Pero así como aquí están ausentes –o casi– litis típicamente urbanas, caso de servidumbres 
de luces y vistas o impago de soldadas, en el espacio rural predominan otro tipo de conflictos, 
tal que las herencias –común en ambas–, deslinde y amojonamiento, servidumbres de agua21 
y paso, retracto de compraventa, etc, todos ellos directa o indirectamente relacionadas con la 
tierra, su explotación, derechos derivados y otras circunstancias en la misma línea. La defensa 
de todo ello acapara buena parte de la actividad judicial de las audiencias locales en la Galicia 
rural; es mucho lo que está en juego para una economía que a menudo roza el umbral de la 
subsistencia.
En un segundo plano se encuentran los impagos, aunque también pueden serlo de 
renta. El fiado o los préstamos usurarios están muy extendidos. Una mala cosecha, un gasto 
extraordinario (por una festividad: boda...) o por un motivo menos drástico como p. e. la 
adquisición de terrenos colindantes, son suficientes para que se produzca el endeudamiento 
campesino. Los poderosos, y en particular los monasterios femeninos sitos en las ciudades que 
basan parte de su riqueza en los censos22, serán quienes promuevan la demanda. Las cantidades 
objeto de disputa son por lo común lo suficientemente modestas como para limitarse a recurrir 
a la justicia local.
Las demandas pueden presentarse de forma individual, conjuntamente con la esposa y/o 
hijos o en grupo, por lo general una familia extensa o bien un grupo de interés más o menos 
amplio23. Predominan en los juzgados locales las dos primeras modalidades, pero en el fondo 
depende del tipo de conflicto; así, las herencias involucran a muchas más personas. Ya cuando 
la acción es interpuesta por una aldea completa o incluso por la totalidad de una parroquia por 
montes comunales, derechos de pastos24, etc., la causa suele ventilarse ante tribunales superiores, 
y particularmente la Real Audiencia de Galicia. Los juzgados locales tienen también aquí sus 
propios límites.
No obstante todas las prevenciones expuestas anteriormente sobre el recurso a la justicia 
local (oficial), las causas civiles –las de la tierra y otras– suelen beneficiar al demandante, tanto 
en la sentencia como, en menor medida, en el pago de las costas procesales. La razón no estriba 
en que el juez o asesor letrado se inclinen por el que da el primer paso, sino más bien porque 
20 Un esquema de la litis civil en el juzgado de Bouzas y el del Asistente de Santiago en: GoNZÁLEZ FERNÁN-
DEZ, J.M. (1997). “La conflictividad judicial ordinaria...” opus cit., pp. 96 y 101. 
21 CANDAL GoNZÁLEZ, X. M. (1993). “Pleitos de aguas en la Audiencia coruñesa durante el siglo XVIII”. 
Obradoiro de Historia Moderna, 2, pp. 85-103.
22 Véase como ejemplo: oTERo PIñEIRo, G. (1999). “Santa Clara de Pontevedra en la Edad Moderna. Estructura 
económica del convento (1640-1834)”. Obradoiro de Historia Moderna, 8, pp. 288-290.
23 DUBERT, I. (1990). “La conflictividad familiar en el ámbito de los tribunales señoriales y reales en la Galicia 
del Antiguo Régimen”. Obradoiro de Historia Moderna. Homenaje al profesor Antonio Eiras Roel en el XXV 
aniversario de su cátedra, pp. 73-102.
24 SAAVEDRA, P. (1994). “La vida cotidiana...”, opus cit., pp. 89-91.
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hay que hallarse revestido de la razón –o al menos considerarlo– para estar dispuesto a llevar 
adelante un proceso judicial; la defensa es la única respuesta que le queda a la otra parte. En un 
marco letrado son las pruebas objetivas (escrituras) y/o subjetivas (testigos)25 los que deciden 
la sentencia favorable. 
La ciudad penetra en el campo y en una dirección por lo general unívoca; los litigios 
son uno de los puntos de encuentro entre lo urbano y lo rural, junto con los mercados, etc. En 
Galicia escasean las ciudades, y en su mayor parte tienen un componente de señores –nobles– o 
instituciones –catedrales, monasterios– rentistas, entre las escasas excepciones de A Coruña26 y 
o Ferrol-A Graña. Ellas generan foros y subforos, préstamos,... que, como es lógico, se dirigen 
en mayor cantidad al sector mayoritario de la población: el campesinado, creando una situación 
de dependencia muy marcada. El mundo rural nunca se cierra sobre si mismo.
 
La violencia como recurso
 
El campesino nunca recurre a la violencia de modo gratuito, sino que es una respuesta 
primaria ante un conflicto. Pero ¿qué tipo de violencia? Pues la mayoría de las veces contra 
las personas; en muy contadas ocasiones se dirigen contra las cosas y menos aún utilizando la 
fuerza (robo); en las aldeas gallegas no existen ladrones en el sentido clásico del término, sino 
una “excitación” por recuperar aquello que se considera ha sido arrebatado. Cosa muy distinta 
es lo que sucede en las ciudades, donde criados, vagabundos, desclasados, etc., se buscan la vida 
con la sustracción de lo ajeno, sin hacer distinciones entre unas monedas u objetos litúrgicos de 
metal precioso27.
La violencia en el rural casi nunca es premeditada, no responde a un plan previo, aunque 
lo que sí puede darse es amenazas que calientan el ánimo. El bandolerismo es un fenómeno 
localizado en el tiempo y en una coyuntura económica depresiva, marcando un punto de 
inflexión la Guerra de Independencia, con sus secuelas de organización, armamento, etc.28.
La violencia se reduce a dos tipos: la verbal (injurias y/o calumnias) y la física (lesiones). 
La primera es la más compleja, ya que interviene un elemento que a priori podría considerase 
patrimonio de las clases privilegiadas: la honra en sus distintas variedades (personal, sexual, 
etc.). Aunque algunos autores consideran que las injurias y calumnias que constan en los 
pleitos son simples estereotipos, y que no contienen substancia per se, lo cierto es que el uso 
reiterativo de algunos (puta para las mujeres y ladrón para los hombres29) debían de formar 
parte del vocabulario habitual del habla campesina30. En este sentido es un hecho constatable 
25 Para las causas criminales, vid: ALoNSo, M. P. (1982). El proceso penal en Castilla (siglos XIII-XVIII). Sala-
manca: Universidad, pp. 189-195.
26 La estructura socio-poblacional de la ciudad, en: BARREIRo, B. (1990). La Coruña 1752. Según las Respuestas 
Generales del Catastro de Ensenada. Alcabala del Viento. Madrid: TABAPRESS, p. 17.
27 En Pontevedra se opera la sustracción de un candelabro de plata de la casa de un hidalgo (1728) y de varias pie-
zas de algodón de la fábrica de los hermanos Lees (A.H.P., Ayuntamiento de Pontevedra, Justicia, leg. 13 y 127).
28 En la zona, a comienzos del s. XIX se asaltaron las casas de los curas párrocos de Beade, Coruxo, Tameiga, etc. 
y la del juez de o Porriño. Una monografía sobre el tema: LóPEZ MoRÁN, B. (1984). El bandolerismo gallego. 
Vigo: Xerais.
29 El insulto de puta va acompañado de diversos epítetos como arrastrada, corrida,... y el de ladra (ladrona) con 
pública, probada, et.c, además para el sexo femenino le seguía el de meiga (hechicera); en cuanto a los varones 
también eran habituales los de borracho, cortador (asociado a verdugo y tablajero),...
30 Una clasificación por tipo y sexo en: LALINDE ABADÍA, J. (1970). Iniciación histórica al derecho español. 
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que en algunas sentencias se exija la solicitud de perdón y la restitución del buen nombre del 
agraviado.
Aunque en la documentación casi nunca consta la causa profunda que ha llevado al 
estallido de la violencia, al menos en un tercio de los casos se ha verificado que detrás se esconden 
motivaciones de tipo económicas. Sobre lo dicho resulta muy ilustrativo el hecho de que los 
escribanos a veces encabecen el expediente judicial con la fórmula “civil y criminal”31. 
Un aforismo asegura que la mejor de las defensas es un buen ataque. Así lo conciben 
los campesinos presentando en el juzgado lo que en la terminología de la época se denomina 
“requerella”, es decir acusar del uso de la violencia también al demandado. Lo cierto es que 
cuando se pelea o se discute ambas partes tienen responsabilidad, y por lo tanto es aceptado e 
incorporado a los autos, convirtiendo el expediente en bastante farragoso32. Al final, se reparte 
la culpa y la pena recae en ambos contendientes. 
Una vez que se entra en el siempre escurridizo camino de los autos procesales, y para 
esquivar sus consecuencias, el perdón mutuo está a la orden del día. Pero, como en pequeña 
escala se ha vulnerado el orden público, éste debe restituirse para asegurar la estabilidad del 
sistema, por eso los asesores letrados que sentencian, no dudan en soslayar el mecanismo 
campesino del “ajuste y convenio” e imponen penas a los encausados. La justicia en el Antiguo 
Régimen tiene como finalidad dar satisfacción a la “vindicta pública”33.
El castigo de los delitos de violencia es casi siempre correlativo a su gravedad. Dado que 
ésta la podíamos catalogar como de “muy baja intensidad” por lo general, la justicia acostumbra 
a imponer sanciones leves; ni siquiera es frecuente que se castigue con una multa de cuantía 
considerable y unos cuantos días de cárcel –muy deficientes en el rural–, lo máximo 15; la 
exposición a la vergüenza pública en el cepo es algo anecdótico y ya los azotes impensables.
 Dos elementos se conjugan en los castigos que se imponen en perjuicio del campesino. 
Por un lado hay una vertiente económica: la pérdida de numerario, la falta de días de trabajo, 
etc; y la ignonimia de verse castigado, la mácula dentro de la comunidad, a veces imborrable.
 Como hemos visto en otros aspectos, el juzgado local tiene sus límites y en el ámbito 
criminal éstos se fijan en los casos que se denominaban “árduos” o que la propia legislación por 
su gravedad asigna a tribunales superiores, como la Real Audiencia de Galicia34. Por citar uno 
el homicidio o asesinato, totalmente ausente de la agenda judiciaria de la pequeña audiencia 
rural.
[índiCe]
Barcelona: Ariel, p. 550.
31 En Bembrive (1792) dos vecinos se habían enfrascado a golpes (lesiones) en una disputa sobre servidumbre de 
agua, acabando con la ratificación del convenio (A.M.V. AB, Juz, C. 8, s.c.).
32 Felipe Costas, vec. de Coia (1789), denuncia a Manuel do Lago por maltrato físico a su hija en su casa (fofetadas, 
etc.), y éste se requerella declarando que fue ella la que le golpeó con un palo (A.M.V., AB, Juz, C. 8, s.c.).
33 Así lo entiende el asesor Rodríguez Sampayo, quien tras un convenio por dos grupos de vecinos de Coruxo 
(1783) debido a una cuestión de hurto, les condena a todos al pago de costas y simbólicos 400 mvs. de multa 
(A.M.V., AB, Juz. C. 7, s.c.).
34 FERNÁNDEZ VEGA, L. (1982). La Real Audiencia de Galicia, órgano de gobierno en el Antiguo Régimen, t. 
I. La Coruña: Diputación Provincial, pp. 254-257.
